
 

 

SALA UNIPERSONAL DE DECISIÓN CIVIL 

 
PROCESO Ejecutivo singular 

DEMANDANTE Empresas Públicas de Medellín E.S.P. 

DEMANDADO José Javier Uribe Carvajal y otros 

RADICADO 05001 31 03 002 2022 00212 01 

DECISIÓN Confirma auto apelado 

 

Medellín, veintiocho de noviembre de dos mil veintidós 
 

El Despacho resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, 

en el asunto de la referencia. 

 

ANTECEDENTES 

 

1.1. En providencia de 7 de julio de 2022, el Juzgado 002 Civil del Circuito de Medellín 

denegó el mandamiento ejecutivo de pago pretendido por EPM.  

 

Como fundamento de lo anterior, consideró que, la parte ejecutante no precisó el 

tipo de ejecución que debía imprimírsele a la demanda, al tenor de lo dispuesto en 

los artículos 426 y siguientes del Código General del Proceso. Añadió que la 

accionante adujo que el incumplimiento de los demandados radica en la falta de 

tradición de la franja de terreno objeto de la promesa de compraventa, lo cual 

deviene de la nota devolutiva de la Escritura Pública No. 768 de 28 de abril de 2021 

de la Notaría 002 del Círculo de Envigado, por parte de la ORIP de Medellín, Zona 

Sur, la cual señaló que el lote que se vende continúa sometido al régimen de 

propiedad horizontal y se debe efectuar una reforma al mismo para desafectar el 

área que se vende en los términos de la Ley 675 de 2001; sin embargo, lo cierto es 

que el título base de ejecución no cumple con las características de claridad, 

expresividad y exigibilidad.  

 

Señaló que la obligación era expresa porque se encontraba especificada en el título, 

siendo en este caso la tradición de la franja de terreno de 1.682,208 metros 

cuadrados segregada del predio de mayor extensión identificado con la M.I. 001-

773210 y que fue determinada en la cláusula tercera del contrato de promesa de 

compraventa. En relación con la claridad de la obligación señaló que los promitentes 
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vendedores en el parágrafo tercero de la cláusula del contrato de promesa se 

obligaron a adelantar el proceso administrativo necesario para la corrección de áreas 

y/o linderos, así como elevar a escritura pública tal actualización de áreas o linderos, 

sin que esto implique un incumplimiento del contrato.  

 

Lo anterior, en consideración a la Resolución Conjunta No. SNR 11344 – IGAC 1101 

de 31 de diciembre de 2020 “por medio de la cual se establecen los lineamientos 

para la aplicación de los procedimientos catastrales con efectos registrales, la 

corrección y/o inclusión de cabida en procesos de ordenamiento social de la 

propiedad, y la corrección de área y/o linderos mediante escrituras aclaratorias”, lo 

cual no hace parte de la nota devolutiva emitida por la ORIP de Medellín, Zona Sur. 

Sin embargo, en el inciso segundo del parágrafo tercero de la cláusula tercera del 

contrato de promesa de compraventa se consagró “No obstante, se entenderá que 

LAS PARTES prestarán sus mejores esfuerzos para superar las devoluciones que 

haga la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos entendiendo como 

incumplimiento el negarse a ello”.  En este sentido, el a quo concluyó que la 

mencionada obligación resulta conjunta, toda vez que, no solo recae en los 

promitentes vendedores, sino también en el promitente comprador. Además, el 

hecho de que las partes prestarían sus “mejores esfuerzos para superar las 

devoluciones que hiciera la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos” hace muy 

ambigua dicha obligación, lo cual le resta claridad para el adelantamiento de la 

ejecución pretendida. 

 

Finalmente, en lo que respecta a la exigibilidad de la obligación, reiteró que, si bien 

la tradición es una obligación de los promitentes vendedores, ante la falta de claridad 

de la obligación de los demandados en subsanar las devoluciones que efectuara la 

ORIP, no se desprende a partir de cuándo están obligados a solemnizar la escritura 

pública de compraventa de la faja de terreno ya mencionada. 

 

1.2. Inconforme con la decisión, la apoderada judicial de la entidad gestora de la 

demanda interpuso recurso de apelación y exigió revocar lo resuelto y en su lugar 

librar mandamiento de pago. 

 

Como sustento de lo pretendido adujo que, es obligación del vendedor efectuar la 

tradición del inmueble, ello de conformidad con artículo 1880 del Código Civil. Así 

mismo, sostuvo que en virtud del artículo 1893 ibídem, la obligación de saneamiento 

consiste en amparar al comprador en el dominio y posesión pacífica de la cosa 

vendida, dominio que no se ha consolidado por estar pendiente la tradición. Sin 

embargo, anotó que el juez de primer nivel confundió la obligación de traditar el 
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dominio, con la obligación contraída entre las partes tendientes a prestar sus 

mejores esfuerzos para superar las devoluciones de registro.  

 

Por otra parte, apuntó que la obligación que se pretende ejecutar es de hacer y así 

se consignó en las pretensiones de la demanda, por lo que el fallador de instancia 

desconoció la naturaleza propia de la obligación que se persigue, que es 

precisamente obtener que el vendedor efectúe la tradición del inmueble. 

Adicionalmente, arguyó que los vendedores son los únicos que tienen la capacidad 

de subsanar los motivos de devolución emitida por la ORIP, pues serán los 

copropietarios quienes puedan convocar y comparecer a la asamblea de propietarios 

para llevar a cabo la desafectación de acuerdo con lo requerido por la ORIP y así 

subsanar la devolución, sin que EPM pueda promover o adelantar alguna gestión 

para que la asamblea se haga. 

 

De otro lado, aseguró que en atención a lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley 

223 de 1995, en los eventos en que no se señale términos específicos para el 

registro, la solicitud de inscripción de los actos, contratos o negocios jurídicos sujetos 

a registro deberá formularse en los dos meses siguientes a la fecha de la suscripción, 

siempre y cuando hayan sido otorgados o expedidos en el país. 

 

CONSIDERACIONES 

 

2.1. El artículo 1611 del Código Civil establece los requisitos que debe contener el 

contrato de promesa de compraventa.  

 

ARTICULO 1611. <REQUISITOS DE LA PROMESA>. <Artículo subrogado por 

el artículo 89 de la Ley 153 de 1887>. La promesa de celebrar un contrato no 

produce obligación alguna, salvo que concurran las circunstancias siguientes: 

 

1a.) Que la promesa conste por escrito. 

 

2a.) Que el contrato a que la promesa se refiere no sea de aquellos que las 

leyes declaran ineficaces por no concurrir los requisitos que establece el 

artículo 1511 <sic 1502> del Código Civil. 

 

3a.) Que la promesa contenga un plazo o condición que fije la época en que 

ha de celebrarse el contrato. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr046.html#1511
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr046.html#1502
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4a.) Que se determine de tal suerte el contrato, que para perfeccionarlo solo 

falte la tradición de la cosa o las formalidades legales. 

 

Los términos de un contrato prometido, solo se aplicarán a la materia sobre 

que se ha contratado.” 

 

2.2. Por su parte, el artículo 422 del Código General del Proceso prescribe qué debe 

entenderse por título ejecutivo. 

 

“ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las 

obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 

provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, 

o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal 

de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias 

que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios 

de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. La 

confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero 

sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184.” 

 

2.3. En relación con las obligaciones del contrato de promesa de compraventa, el 

autor chileno Arturo Alessandri señala: 

 

“El objetivo de las partes en la promesa de venta no es adquirir la cosa y el 

precio, sino obligar al otro contratante a que celebre la venta que creará esas 

obligaciones. La promesa no les da el derecho de exigir la cosa o el precio, sino 

únicamente el otorgamiento del contrato que se promete. El vendedor y el 

comprador no son deudores de una cosa; son deudores de un hecho. Su 

obligación no consiste en dar sino en hacer, en celebrar el contrato prometido. 

Luego, la otra parte no es acreedora de una obligación de dar, sino de una 

obligación de hacer. Su crédito recae sobre un hecho que es la celebración del 

contrato prometido”.1 

 

CASO CONCRETO 

 

En el caso bajo examen, el recurso formulado plantea resolver si el juez de primer 

grado tuvo razón al negar el mandamiento de pago al considerar que en el presente 

caso el título ejecutivo presentado como base de recaudo carece de claridad y 

                                                 
1 Alessandri Rodríguez, Arturo. De la Compraventa y de la Promesa de Venta. Santiago; Editorial Jurídica de 

Chile, 2003; p. 915. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#184
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exigibilidad, pues la obligación que se pretende ejecutar es conjunta y no recae 

solamente en el promitente vendedor, y, porque no hay certeza desde cuando es 

exigible la misma. Ello aunado a que, la parte ejecutante no determinó el tipo de 

ejecución que pretendía. 

 

Al respecto, esta dependencia judicial encuentra que lo definido por el fallador de 

primera instancia se encuentra ajustado a derecho, toda vez que, de acuerdo con el 

artículo 422 del Código General del Proceso, podrá demandarse ejecutivamente las 

obligaciones expresas, claras y actualmente exigibles, sin embargo, en el caso sub 

examine se evidencia que el contrato de promesa de compraventa arrimado al 

plenario carece de claridad respecto de la obligación que se pretende ejecutar. 

Adicionalmente, la parte demandante confunde las obligaciones propias del contrato 

de promesa de compraventa y el contrato de compraventa, pues en el recurso 

planteado indicó que lo que busca es que el vendedor efectúe la tradición del 

inmueble, pero el contrato que fundamenta la acción es la promesa de compraventa. 

 

En este sentido, de la revisión del expediente se observa que el extremo procesal 

activo aportó “contrato de promesa de compraventa parcial de lote para la 

ampliación del tanque San Rafael, dentro del proyecto de expansión de acueducto 

Envigado – El Capiro”, celebrado entre Empresas Públicas de Medellín como 

promitente comprador y los demandados como promitentes vendedores. En dicho 

acuerdo, los ejecutados prometieron transferir a título de venta a favor de la 

accionante el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 001-773210 de la 

ORIP de Medellín, Zona Sur. El precio acordado fue de $500’350.755. La forma de 

pagó se definió en la cláusula 9 y sería cancelada de la siguiente manera: el 50% 

del total a pagar equivalente a la suma de $250’175.378 se cancelaría al momento 

de suscripción de la promesa y el restante 50% se pagaría en los 15 días siguientes 

a la presentación del certificado de libertad y tradición del inmueble en que constara 

registrada la escritura pública de compraventa en el folio de matrícula ante la ORIP 

correspondiente. 

 

Una vez efectuado el pago del 50% del valor total y en cumplimiento de la cláusula 

11, las partes suscribieron la Escritura Pública 768 de 28 de abril de 2021 de la 

Notaría 002 del Círculo de Envigado, de compra parcial y declaración de área 

restante. La escritura fue ingresada para registro ante la ORIP el 28 de junio de 

2021, no obstante, la misma fue devuelta con nota devolutiva de 16 de julio del 

mismo año por el motivo “sobre el lote que se vende parte se encuentra sometido 

al régimen de propiedad horizontal por lo que se debe efectuar una reforma a este 

reglamento y así desafectar el área requerida para la venta”. 
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Ahora, se tiene que en el último inciso del parágrafo 3 de la cláusula 3 de la promesa 

de compraventa se estableció que “LAS PARTES prestarán sus mejores esfuerzos 

para superar las devoluciones que haga la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos entendiendo como incumplimiento negarse a ello”. Sumado a esto, en el 

parágrafo 3 de la cláusula siguiente, denominada como tercera también, se consignó 

“Es responsabilidad exclusiva de LOS PROMITENTES VENDEDORES declarar la parte 

restante; por lo que, en caso de devolución por parte de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos se obligan a adelantar las gestiones necesarias para la 

identificación adecuada del inmueble resultante posterior a la venta”. Debido a la 

negativa de la ORIP de registrar la escritura pública de compraventa, EPM requirió 

a los demandados para que cumplieran las obligaciones derivadas de su 

otorgamiento, dentro de las cuales se encontraba la de garantizar la tradición del 

inmueble por disposición legal y según lo establecido en la promesa de compraventa 

y la escritura pública, empero, los vendedores no han adelantado los trámites y 

gestiones necesarias para ello. 

 

Así las cosas, EPM pretende se libre mandamiento ejecutivo frente a los accionados, 

para que subsanen las causales generadoras de la devolución de la escritura pública 

de compraventa y cumplan con la tradición del inmueble; así como el pago de costas 

y agencias en derecho. Sin embargo, se observa que el extremo procesal accionante 

fundamenta la demanda en el incumplimiento por parte de los promitentes 

vendedores respecto de la tradición del inmueble prometido en venta, lo cual 

deviene de la nota devolutiva de la escritura pública No. 768 de 28 de abril de 2021 

de la Notaría 002 del Círculo de Envigado, por parte de la ORIP de Medellín, Zona 

Sur. Es decir que, como el juez de primer nivel bien lo definió, en el caso concreto 

el título aportado como base de ejecución no es claro respecto de la obligación que 

recae en los promitentes vendedores. Lo anterior debido a que, si bien la tradición 

del inmueble es una obligación del vendedor, lo cierto es que, en el sub lite lo 

pretendido es ejecutar una obligación contenida en el contrato de promesa de 

compraventa, estipulada en el último inciso del parágrafo 3 de la cláusula 3 del 

convenio, que a la letra dice, “No obstante, se entenderá que LAS PARTES prestarán 

sus mejores esfuerzos para superar las devoluciones que haga la Oficina de Registro 

de Instrumentos Públicos entendiendo como incumplimiento el negarse a ello”. Por 

consiguiente, el a quo tuvo razón al concluir que la obligación que se pretende 

ejecutar es conjunta, pues no solo está en cabeza de los promitentes vendedores, 

ni se hizo una distinción concreta respecto a lo que aquí se pretende respecto a 

dicha devolución por lo cual, no hay claridad en cuanto a las gestiones que en 
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concreto debe adelantar cada una de las partes para superar las devoluciones que 

haga la ORIP.  

  

Por otro lado, no los argumentos planteados por la parte recurrente al indicar que 

lo buscado con la demanda es que los vendedores traditen el inmueble, ya que esta 

obligación es propia del contrato de compraventa y no del contrato de promesa, son 

de recibo, pues si bien en la promesa los promitentes vendedores se comprometen 

a transferir a título de venta el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 

001-773210 de la ORIP de Medellín, Zona Sur, lo cierto es que, esta obligación de 

la promesa no comprende la de efectuar la tradición del inmueble, pues lo prometido 

en dicho acuerdo por parte de los promitentes vendedores, se contrae a suscribir el 

contrato de compraventa del bien descrito, hecho que efectivamente ocurrió. Ahora, 

es claro que en el acuerdo de voluntades se consignó obligaciones adicionales, sin 

embargo, en cuanto a la que pretende ejecutar Empresas Públicas de Medellín no 

hay claridad porque en cuanto al deber conjunto de “prestar los mejores esfuerzos 

para superar las devoluciones de la ORIP no se especificó cuál es la gestión que 

corresponde llevar a cabo a la ejecutada. 

 

De este modo, ante la falta de claridad de la obligación que se pretende ejecutar, 

no es necesario ahondar en los demás aspectos planteados en el recurso. En 

consecuencia, la decisión proferida por el Juzgado 002 Civil del Circuito de Medellín 

será confirmada. 

 

Por lo expuesto, el Despacho RESUELVE: 

 

PRIMERO. CONFIRMAR la decisión adoptada en auto de 7 de julio de 2022, proferida 

por el Juzgado 002 Civil del Circuito de Medellín. 

 

SEGUNDO. Se condena en costas a la parte recurrente y como agencias en derecho 

se fija la suma de 1 SMLMV. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

Magistrada 


